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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / CONDICION MÁS BENEFICIOSA / ACUERDO 049 DE 1990 / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / SER SUJETO DE PROTECCIÓN ESPECIAL POR LA EDAD NO ES SUFICIENTE.
… le corresponde a esta Corporación determinar si la acción de tutela resulta ser la herramienta judicial pertinente, adecuada y sobre todo procedente para ordenar el reconocimiento de una pensión de sobrevivientes a la señora Fanny Aguirre de Hernández, en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, valiéndonos para ello de lo consagrado en el Acuerdo 049 de 1990…
El asunto que ocupa la atención de la Sala, se concentra en el cuestionamiento que se le hace al fallo de primer nivel que negó el amparo a los derechos denunciados, al precisar que en el caso de la accionante le asiste otro medio de defensa judicial que le permite buscar una solución a la controversia aquí planteada. (…)
En ese orden de ideas, el inciso 3º del artículo 86 Superior… indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario o residual, que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.
… no puede perder de vista la Colegiatura que, como se dijo anteriormente, por regla general la acción de tutela no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de derechos prestacionales como lo es la pensión de sobrevivientes, ni acudir a esta suplantando o evadiendo medios judiciales existentes y ordinarios establecidos por el legislador, máxime cuando en el presente caso no existe prueba de esa urgencia y necesidad de que el juez constitucional se inmiscuya en asuntos que deben ser debatidos ante la justicia ordinaria dada la complejidad de los mismos. (…)

… la señora Fanny, no acreditó con suficiencia el supuesto perjuicio irremediable que se le pueda estar causando, y que por su inminencia e impostergabilidad amerite la intervención de este Juez constitucional, evadiendo la existencia de otras alternativas judiciales a su alcance donde puede exponer su asunto, especialmente por la complejidad de lo reclamado. Tampoco puede predicarse que por el mero hecho de su avanzada edad y de la afirmación que hace en el sentido de que el único medio de subsistencia es la pensión que exige, deba procederse en favor suyo en a través de este mecanismo preferente…
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ASUNTO:

Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la señora FANNY AGUIRRE DE HERNÁNDEZ, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira el 28 de abril de 2020, mediante el cual resolvió declarar improcedente la solicitud de amparo constitucional reclamada por la recurrente en contra de COLPENSIONES.
ANTECEDENTES FÁCTICOS:

Narró la accionante que: I) Ella es una mujer de 69 años de edad. II) Que es viuda del señor Luis Gonzaga Hernández Zuleta, persona con quien contrajo matrimonio el 21 de agosto de 1971, y con quien convivió desde entonces hasta el día de su muerte. III) Que ella dependía económicamente del difunto, dado que se desempeña como ama de casa. IV) Que su esposo falleció el 2 de diciembre de 2018. V) Que este último realizó en vida aportes a Colpensiones hasta el año 2013, fecha para la cual contaba con 609 semanas cotizadas, las cuales eran insuficientes para acceder a una pensión de vejez. VI) Que el 8 de julio de 2019 Ella le solicitó a Colpensiones el reconocimiento de una pensión de sobrevivientes, pero dicha entidad resolvió de manera desfavorable su petición mediante Resolución SUB 227110 del 21 de agosto de 2019, aduciendo que a su esposo se le había reconocido en el pasado una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, misma que resultaba ser incompatible con la pensión de sobreviviente; por lo que ella, inconforme con esa decisión, presentó recurso de reposición y en subsidio el de apelación, pese a lo cual la posición asumida por Colpensiones se mantuvo incólume, puesto que en criterio de esa entidad, las semanas cotizadas por el causante fueron tenidas al momento de liquidar la aludida indemnización sustitutiva de la pensión de vejez. VII) Que Colpensiones para negar el reconocimiento pensional reclamado, acudió de manera equivocada a lo consagrado en el artículo 13 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 2º de la Ley 793 de 2003, apoyados en una línea jurisprudencial que ya perdió vigencia, dado que en este caso la norma aplicable es el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990. VIII) Que adicional a lo anterior, la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia han dejado por sentado que el hecho de recibir una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez no supone una renuncia a las demás contingencias. XI) Que en su caso se debería aplicar el principio de la condición más beneficiosa, analizando su situación desde lo estatuido en el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990. X) Que ella es un sujeto de especial protección constitucional por su avanzada edad y sus carencias económicas, pues vive en una casa arrendada, está inscrita en la base de datos del SISBEN con un puntaje de 25.33%. XI) Que, en suma, por sus particulares circunstancias, supera el test de procedibilidad de la tutela. 
PRETENSIONES:

De conformidad con los anteriores hechos, la accionante pidió el amparo de sus derechos fundamentales a la seguridad social, a la dignidad humana, igualdad y mínimo vital, ordenándole en consecuencia a Colpensiones que proceda a reconocerle una pensión de sobrevivientes.
ANTECEDENTES PROCESALES:

1. Auto admisorio: 
El Despacho de primer nivel admitió la acción mediante auto del 15 de abril de 2020, en el que ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a Colpensiones para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.

2. Intervenciones: 

Dentro del término concedido por el Despacho A Quo, la Directora de la Dirección de Acciones Constitucionales de Colpensiones presentó un escrito mediante el cual narró que: 
I) El extinto Instituto de Seguros Sociales ISS, en las calendas del 25 de mayo de 2004, ordenó el reconocimiento y pago de una Indemnización Sustitutiva de la Pensión de Vejez al señor Luis Gonzaga Hernández Zuleta, y posteriormente, Colpensiones reliquidó dicha indemnización el 11 de junio de 2015.

II) Con ocasión del fallecimiento del mencionado ciudadano, se presentó a reclamar una Pensión de Sobrevivientes la señora Fanny Aguirre de, en calidad de Cónyuge del causante, a quien se le negó dicha solicitud, en virtud de que al fallecido se le había reconocido en vida una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, razón por la cual resulta incompatible el reconocimiento de la prestación reclamada, decisión que fue confirmada tras ser desatados los recursos de reposición y apelación. 

Por otro lado, como tesis de su defensa, señaló que sí existe una incompatibilidad entre la indemnización sustitutiva de pensión de vejez que en el pasado se le reconoció al causante, y la pensión de sobrevivientes que ahora reclama su cónyuge, según lo consagrado en el artículo 2º del Acuerdo 049 de 1990 y el artículo 6º del Decreto 1730 de 2001. 
De igual manera, resaltó que la accionante está desconociendo el carácter subsidiario y residual que orienta la acción de amparo, y que además, el debate propuesto por la accionante escapa de la órbita de competencia del Juez de tutela. 
En suma, pidió que se declare la improcedencia de la presente acción.

3. Sentencia: 

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, la Juez A Quo resolvió mediante sentencia del 28 de abril de 2020, declarar improcedente el amparo de los derechos reclamados, al considerar que no se acreditó el requisito de subsidiariedad de la acción de tutela; agregando que si bien la accionante es sujeto de especial protección constitucional por su avanzada edad, no es menos cierto que en la actualidad es auxiliada por su hija, quien además de garantizarle el acceso a los servicios de salud, también le brinda una cobertura más extensa, esto es, el acceso a los servicios de medicina prepagada, de lo que se infiere su capacidad económica para brindarle a la madre unas condiciones de bienestar mínimas. A lo que se debe aunar que el puntaje de SISBEN aportado no se encuentra actualizado.  Así mismo, señaló la señora Juez que la accionante no acreditó el presupuesto de inmediatez de la tutela, porque la ejecutoria de la decisión administrativa cuestionada había completado para el momento de interposición de la presente acción un lapso de 7 meses. 
IMPUGNACIÓN:

Inconforme con la decisión, la accionante presentó dentro del término legalmente previsto un escrito mediante el cual la impugnó. En dicho memorial expresó que dicha sentencia carece de las condiciones necesarias para una sentencia congruente, pues no se ajusta a los hechos que motivaron la tutela ni al derecho impetrado, “por error de hecho y de derecho, en el examen y consideración de la petición”; porque se niega a cumplir el mandato legal que garantiza el debido proceso para todas las partes; porque se funda en consideraciones inexactas, casi erróneas; y por errónea interpretación de los principios de la acción de tutela. 
No está de acuerdo la recurrente con que el Despacho hubiera considerado que ella no está en condiciones de vulnerabilidad por el hecho de que su hija, quien como empleada de una empresa devenga un salario mínimo, la haya afiliado como integrante de su núcleo familiar al sistema de salud, pues ello no se traduce necesariamente en que vivan juntas o en que subsista gracias a su hija por el solo hecho de estar afiliada como beneficiaria a un sistema de salud. También le resulta “ilógico” que al suministrar la información actualizada en la base de datos del SISBEN, el Despacho aduzca que está desactualizada por tratarse de una vinculación desde el año 2014, pues no está en sus manos actualizar dicha información año a año. 

Insistió en que ella es una persona de la tercera edad, que vive sola en una casa arrendada en la que debe más de 8 meses de arrendamiento, y si no fuera por la caridad de la dueña de la casa ya la hubiese desalojado.
Por otro lado, frente al tópico de la inmediatez, refirió que el espacio para asimilar la pérdida de su ser querido, sumado a su desconocimiento de los tramites pensionales, no puede ser una limitante para realizar una reclamación que no prescribe.

Arguyó que la Juez de primer nivel no examinó los argumentos acerca de la procedencia de esta acción de tutela desde el precedente Constitucional de la Sentencia SU005 de 2018, emanada de la Corte Constitucional, Órgano que ha considerado que para efectos de asegurar la garantía de los derechos constitucionales fundamentales, en aquellos eventos en que se pretende el acceso o aplicación a la condición más beneficiosa para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, el requisito de subsidiariedad debe ser valorado a partir de la acreditación de cinco condiciones necesarias:

“Test de Procedencia:

-Primera condición
Debe establecerse que el accionante pertenece a un grupo de especial protección constitucional o se encuentra en uno o varios supuestos de riesgo tales como analfabetismo, vejez, enfermedad, pobreza extrema, cabeza de familia o desplazamiento.

-Segunda condición

Debe establecerse que la carencia del reconocimiento de la pensión de sobrevivientes que solicita el accionante afecta directamente la satisfacción de sus necesidades básicas, esto es, su mínimo vital y, en consecuencia, una vida en condiciones dignas.

-Tercera condición

Debe establecerse que el accionante dependía económicamente del causante antes del fallecimiento de este, de tal manera que la pensión de sobreviviente sustituye el ingreso que aportaba el causante al tutelante-beneficiario.

-Cuarta condición

Debe establecerse que el causante se encontraba en circunstancias en las cuales no le fue posible cotizar las semanas previstas en el Sistema General de Pensiones para adquirir la pensión de sobrevivientes.

 -Quinta condición

Debe establecerse que el accionante tuvo una actuación diligente en adelantar las solicitudes administrativas o judiciales para solicitar el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes (…)”.
Además, en ese pronunciamiento, la Corte sostuvo que no existía incompatibilidad entre la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez y la pensión de sobrevivientes. 
Bajo dichos argumentos, solicitó que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar conceder la solicitud de amparo constitucional deprecada.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a esta Corporación determinar si la acción de tutela resulta ser la herramienta judicial pertinente, adecuada y sobre todo procedente para ordenar el reconocimiento de una pensión de sobrevivientes a la señora Fanny Aguirre de Hernández, en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, valiéndonos para ello de lo consagrado en el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año bajo la figura; o si por el contrario le asiste la razón a la Juez de primera instancia al señalar que ello no es posible. 

3. Solución:  

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

El asunto que ocupa la atención de la Sala, se concentra en el cuestionamiento que se le hace al fallo de primer nivel que negó el amparo a los derechos denunciados, al precisar que en el caso de la accionante le asiste otro medio de defensa judicial que le permite buscar una solución a la controversia aquí planteada.

Para entrar a analizar el problema jurídico, hay que tener en cuenta primero que si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esa facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario, como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho. 

En consecuencia, siempre es necesario que antes de entrar abordar los argumentos propuestos por quien promueve la solicitud de amparo constitucional, examine el Juez constitucional si en el caso puesto bajo su conocimiento se cumplen las reglas para su procedencia, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende.
En ese orden de ideas, el inciso 3º del artículo 86 Superior, así como los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario o residual, que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

Quiere decir lo anterior que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que de acuerdo con la jurisprudencia
 constitucional, esta acción ha sido concebida con el fin de llenar los vacíos existentes en el ordenamiento jurídico para lograr la protección de dichas prerrogativas, pero bajo ninguna circunstancia ha sido creada como herramienta alternativa o paralela de las acciones jurisdiccionales perfiladas en la ley para la resolución de los diferentes conflictos que requieren de la intervención de la judicatura para ser dirimidos.
De este modo, es claro que ante la existencia de otro mecanismo judicial específico, el asunto puede y debe ser ventilado ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo para determinar cuál es la norma a aplicar o inaplicar en cada caso concreto; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se pueda establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

En ese orden de ideas, el juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial como uno de los poderes públicos. Ha sido doctrina constitucional probable, la siguiente:

“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados. No obstante la regla general de solución de controversias laborales por parte de la jurisdicción competente [ordinaria o contenciosa], paralelamente la jurisprudencia constitucional ha sostenido que de manera excepcional ante ciertas circunstancias, puede abrirse paso la acción de tutela para resolver ese tipo de conflictos,…”.

La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“… es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los  derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”

Por manera que si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones del actor en sede constitucional.

Caso concreto: 

En el presente asunto, pretende la accionante que el Juez de tutela parta de la postura jurisprudencial trazada por la Corte Constitucional, y en consecuencia se le conceda la pensión de sobrevivientes con ocasión de la muerte de su esposo, aplicando la norma que para ella es más favorable, esto es, el Acuerdo 049 de 1990, aprobada por el Decreto 758 de ese mismo año, en vez de la Ley 797 de 2003. 

A pesar de lo anterior, no puede perder de vista la Colegiatura que, como se dijo anteriormente, por regla general la acción de tutela no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de derechos prestacionales como lo es la pensión de sobrevivientes, ni acudir a esta suplantando o evadiendo medios judiciales existentes y ordinarios establecidos por el legislador, máxime cuando en el presente caso no existe prueba de esa urgencia y necesidad de que el juez constitucional se inmiscuya en asuntos que deben ser debatidos ante la justicia ordinaria dada la complejidad de los mismos. 

En el presente caso es claro que la libelista accionó primeramente en sede constitucional antes que recurrir a las vías ordinarias, sin embargo, no se evidencia una situación de riesgo que demuestre la supuesta afectación a su mínimo vital, por lo que no encuentra la Colegiatura razón para que omita acudir ante el Juez natural. En ese orden de ideas, se hace palmario que lo que busca la parte accionante es saltarse el debido proceso para este tipo de asuntos, a pesar de que sabe que lo que debe hacer es acudir a la justicia ordinaria a fin de que allí un juez especializado en temas laborales, defina si es viable o no la aplicación de una norma diferente a la vigente para el reconocimiento de aquél derecho, que en su entender está consolidado.
Lo anterior, por cuanto la señora Fanny, no acreditó con suficiencia el supuesto perjuicio irremediable que se le pueda estar causando, y que por su inminencia e impostergabilidad amerite la intervención de este Juez constitucional, evadiendo la existencia de otras alternativas judiciales a su alcance donde puede exponer su asunto, especialmente por la complejidad de lo reclamado. Tampoco puede predicarse que por el mero hecho de su avanzada edad y de la afirmación que hace en el sentido de que el único medio de subsistencia es la pensión que exige, deba procederse en favor suyo en a través de este mecanismo preferente, pues debe tenerse en cuenta que el factor edad por sí mismo considerado no es una razón objetiva para pregonar la ocurrencia de dicha contingencia, ni mucho menos que unos dineros que aún no se le han asignado sean los que requiere para su subsistencia, máxime cuando dicho reclamo aún no puede tildarse como un “derecho adquirido”. 
En conclusión, resulta a todas luces inviable acceder a las solicitudes incoadas por la accionante, pues como se explicó en párrafos anteriores, cuando una persona promueve una acción tutela, a pesar de la informalidad que caracteriza este tipo de acción, no exime a quien la invoca de aportar los elementos que sean necesarios para llevar al Juez constitucional al convencimiento no sólo de la veracidad de las afirmaciones, sino de la necesidad de su intervención en sede de tutela, evento en el cual, se debe partir, como ya se dijo, de hechos debidamente demostrados; lo cual resulta suficiente para determinar que la decisión evaluada fue acertada, y por lo tanto, se habrá de confirmar en su totalidad.  

Lo anterior, no quiere decir que la Sala desconozca que la señora Fanny Aguirre sea un sujeto de especial protección constitucional, por su avanzada edad, sin embargo, ello no se traduce en que la jurisdicción Constitucional esté facultada, bajo dicho argumento, para otorgarle derechos omnímodos a las personas que hacen parte de este grupo poblacional, o que esto incida para obtener una respuesta favorable a cuanta solicitud se presente ante las autoridades. En otras palabras, aunque el factor de la avanzada edad flexibilice el análisis de procedibilidad de la acción de tutela, no se convierte, per se, en un pretexto para acceder a cualquier tipo de solicitud que deliberadamente impetre quien ostenta esa calidad, sino que es necesario que concurran otros factores como el perjuicio irremediable que se determina cuando se logre demostrar que las medidas requeridas para conjurar el supuesto menoscabo en los derechos fundamentales sean inminentes, urgentes e impostergables
, además, debe visualizarse casi de bulto que quien acude a este expedito escenario para formular un reclamo pensional, sí sería un potencial beneficiario del mismo por cumplir con los requisitos consagrados en la ley vigente, sin que ello requiera del Juez mayores análisis de tipo reglamentario, y es que no es plausible pretender que dichos presupuestos legales sean pasados por alto tan solo por la difícil situación que el accionante esté atravesando. 

Recordemos que los conflictos de orden laboral, o aquellos relacionados con el sistema de seguridad social integral, tienen dispuesta una jurisdicción especial, que es la ordinaria laboral, la cual está diseñada para zanjar este tipo de asuntos de primera mano, tornándose en la vía natural a la que por regla general, debe acudir quien pretenda controvertir una decisión de la administración de esta naturaleza. 
Ahora, si bien es cierto la Sala en el pasado había decidido revocar ciertos fallos de tutela que habían negado el amparo que contenía una pretensión similar, para en cambio tutelar algunos derechos fundamentales
, en tratándose de asuntos o debates pensionales formulados por personas sujetos de especial protección constitucional que deprecaban para obtener dicho status por X o Y contingencia bajo la aplicación de la figura de la condición más beneficiosa, debe indicarse que no obstante lo decidido en esas pretéritas oportunidades, lo que a la hora de ahora observa la Sala es que se ha vuelto costumbre entre muchas personas y profesionales del derecho el dejar de lado la vía ordinaria, sea a nivel administrativo o judicial, para acudir a la acción de tutela con miras a reclamar el amparo de las garantías que necesariamente deben ser protegidas por el Juez natural, incluso invocando para ello circunstancias que son naturales o propias del derecho mismo al que aspiran, Vrg. aludir su estado de invalidez como factor de procedibilidad de la tutela bajo la figura del “sujeto de especial protección”, alegar la dependencia económica como factor para acceder a una pensión de sobrevivientes, entre otros.

Con lo dicho hasta ahora, la Sala considera que NO existe una razón de peso, que por su entidad, haga inllevable un trámite ordinario para que la accionante depreque allí sus pretensiones, máxime cuando a lo que aspira es a la aplicación de una norma que ya no se encuentra vigente, por ello, se insiste, el mecanismo idóneo para cuestionar la postura de Colpensiones es el de la vía natural ordinaria, y no pretender que por medio de la tutela, en un término tan perentorio, se desate un litigio de tal naturaleza. 
Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que la acción de tutela sí resulta improcedente, como se declaró en la decisión evaluada, al no cumplirse con los requisitos de inmediatez y subsidiariedad, ni tampoco observarse el perjuicio irremediable que hubiera permitido pasar por alto aquellos; de acuerdo a ello, la misma se habrá de confirmar. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, en la acción de tutela impetrada por la señora FANNY AGUIRRE DE HERNÁNDEZ en contra de COLPENSIONES.
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado
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